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León, Guanajuato, a 27 veintisiete de febrero del año 2009 dos mil nueve. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
V i s t o s  los autos del proceso administrativo identificado con el número 070/2008-JN, promovido por el ciudadano José Guadalupe Ramírez Villalpando, en representación de sus menores hijos de nombres José Eduardo y Andrea Michelle Ramírez Moreno; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que surtió efectos la notificación al actor del requerimiento impugnado, toda vez que manifiesta que fue notificado  el 12 doce de febrero del 2008 dos mil ocho; lo que se corrobora con la notificación anexa al documento impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- La existencia del acto impugnado consistente en el requerimiento de pago descrito en el resultando primero, inciso a), de esta sentencia, se encuentra debidamente acreditada en autos con la copia al carbón de dicho documento, anexada por la parte actora a su escrito de demanda, la cual merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por otra parte, respecto de los actos impugnados consistentes en el ordenar el cobro, la entrega material del citatorio y del requerimiento de pago, los que impugna respectivamente del Fideicomiso de Obras por Cooperación y la Tesorería Municipal, no se acreditó su existencia, ya que no se aportaron las constancias que acrediten tales supuestos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- La personalidad con la que comparece el ciudadano José Guadalupe Ramírez Villalpando, como padre y representante de sus menores hijos de nombres José Eduardo y Andrea Michelle Ramírez Moreno, se acredita con la copia certificada de las actas de nacimiento de los menores mencionados. Documentales públicas que merecen pleno valor probatorio de conformidad con lo dispuesto en los artículos 78 y 121, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que el promovente  tiene la legítima representación de sus menores hijos en términos de la legislación civil vigente en el Estado y es suficiente para este Juzgador para acreditar su personalidad en el presente juicio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, la personalidad con la que comparece en representación del Fideicomiso de Obras por Cooperación “FIDOC”, el ciudadano Rubén Gerardo Pacheco Gómez en el presente proceso administrativo, se encuentra debidamente acreditada mediante la documental consistente en la copia certificada de la Escritura Pública número 35,596, treinta y cinco mil quinientos noventa y seis, de fecha 26 veintiséis de enero del año 2000 dos mil, otorgada ante la fe de la Licenciada Rosamaría López Lugo, titular de la Notaría Pública número 223, doscientos veintitrés, actuando en el protocolo del Licenciado Miguel Limón Díaz, titular de la Notaría Pública número 97 noventa y siete; ambos en legal ejercicio en la Ciudad de México, Distrito Federal;  en la cual se hizo constar que “Banco Internacional”, Sociedad Anónima, Institución de Banca Múltiple, Grupo financiero Bital, División Fiduciaria, a través de sus Delegados Fiduciarios Fernando Carlos Diez Cano y Magali Ross Chain; otorgó poder general para pleitos y cobranzas a favor del ciudadano Rubén Gerardo Pacheco Gómez, con todas las facultades, generales y especiales que requieran poder y cláusula especial, conforme a la ley sin limitación alguna, de conformidad con lo señalado en la Cláusula Primera de dicho instrumento público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Copia que, certificada por el Secretario del Honorable Ayuntamiento de este Municipio; constituye un documento público conforme lo establece el artículo 78, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121, del citado Código, aunado que al no haber sido objetado en cuanto a su autenticidad, es suficiente para acreditar la personalidad con la que se comparece en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Por cuestión de Orden Público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la presente causa administrativa, las autoridades demandadas hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VII, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que refieren que el proceso es improcedente en base a lo dispuesto en el artículo 61, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
No se actualiza la causal señalada, en razón de que del artículo 61, de la Ley de Hacienda  para los Municipios del Estado de Guanajuato, no se desprende alguna causal de improcedencia del proceso administrativo, pues ese precepto solamente dispone que si la autoridad fiscal determina un crédito o realiza un cobro, habiendo operado la prescripción, solo puede interponerse el recurso establecido en esa ley, el cual se refiere al de oposición al procedimiento administrativo, al tratarse de exigir créditos que se han extinguido, como lo sería el que hubiera operado la prescripción, lo que en la especie, en el caso concreto no se ha presentado, por lo que no se puede interferir en el derecho del particular para interponer el presente proceso administrativo, de ahí que se considere que no se actualiza la causal de improcedencia que aluden las demandadas. . . . . . . . . .  

Asimismo, hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VII, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con lo señalado en el artículo 265, fracción VII, del mismo ordenamiento, ya que aducen que no se acredita de los conceptos de impugnación alguna violación a los derechos de los actores. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Tampoco se actualiza la causal de improcedencia planteada respecto del requerimiento de pago, toda vez que en el escrito de demanda, la parte actora sí formuló un concepto de impugnación, el que debe analizarse al resolverse la cuestión de fondo del asunto, para determinar si el mismo es eficaz para los efectos pretendidos por los impetrantes del proceso, razón por la que no puede afirmarse válidamente que no se hayan expresado conceptos de impugnación. . . .
Por otra parte, este Juzgador advierte, que en relación con el Director del Fideicomiso de Obras por Cooperación y Tesorería Municipal, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que los actos que se impugnan de tales autoridades son inexistentes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En efecto, la parte actora señala en su escrito de cumplimiento al requerimiento formulado, que impugna del Fideicomiso de Obras por Cooperación la orden de cobro y de la Tesorería Municipal, el acto material de llevar el citatorio y entrega del requerimiento de pago. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sin embargo, de las constancias que integran la presente causa administrativa no se demuestra la existencia de la orden de cobro emitida por el Fideicomiso de Obras por Cooperación, así como tampoco se desprende que la Tesorería Municipal haya entregado materialmente el citatorio y el requerimiento de pago, pues de los mismos documentos señalados, se aprecia que quien los elaboró y materialmente los entregó fue el Notificador adscrito Juan Martín Esparza Liñán, autoridad que no fue señalada como demandada por la parte actora; por lo que de ello se colige que los actos que se impugnan a tales autoridades no existen y en contra de las mismas es improcedente el proceso interpuesto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anterior se actualiza la hipótesis de improcedencia prevista en la fracción VI, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, y por ende, es procedente sobreseer el presente proceso administrativo, con sustento en lo establecido por el artículo 262, fracción II, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- No existiendo impedimento legal para el estudio de fondo del presente asunto, al no haber procedido las causales de improcedencia hechas valer por las autoridades demandadas en contra del requerimiento de pago impugnado, y de oficio, no se advirtió la actualización de alguna otra causal de improcedencia o sobreseimiento de las previstas en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se procede a analizar el concepto de impugnación esgrimido por la parte actora en su escrito de demanda en contra del requerimiento de pago emitido por la Dirección de Ingresos; no sin antes dejar fijos, clara y precisamente, los puntos controvertidos en el presente proceso, que consisten en determinar la legalidad o ilegalidad de dicho requerimiento de pago, en el sentido de que para el actor, las autoridades demandadas han perdido el derecho a cobrar el crédito fiscal, por prescripción. . . 
Quedando establecido lo anterior, en el único concepto de impugnación, la parte actora manifiesta esencialmente, que el requerimiento de pago que se le efectuó es ilegal, por que ha prescrito, aduciendo que dicho crédito tuvo su origen en el año 1999 mil novecientos noventa y nueve, han transcurrido 9 nueve años, por lo que se actualizó la prescripción conforme lo establece el artículo 60, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, y que no cumple con los elementos de validez de los actos administrativos señalados en el artículo 137, fracciones II, III, VII, VIII y IX del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . 

Una vez analizado el concepto de impugnación planteado, el mismo resulta infundado, en virtud de que la parte actora afirma que el crédito fiscal que se le requiere se encuentra prescrito; sin embargo, no demuestra esa afirmación, al no aportar el documento en que conste que la autoridad fiscal correspondiente lo ha declarado prescrito o bien, tampoco acredita que al menos haya formulado una  petición de prescripción de dicho crédito, de conformidad con lo establecido en el tercer párrafo, del artículo 60, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En efecto, carece de razón la parte actora en el concepto de impugnación que esgrime, al suponer que la prescripción en materia fiscal se presenta por el simple transcurso del tiempo, cuando en realidad de conformidad con la legislación de la materia, específicamente los artículos 60 y 62, de la Ley de Hacienda para los Municipios de Guanajuato, para que opere la prescripción es necesario que se den ciertos elementos, a saber: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

a).- Que hayan transcurrido cinco años (contando este termino a partir de la fecha en que el crédito fiscal pueda ser legalmente exigido). . . . . . . . . . . . . . . . . . 
b).- Ser declarado por las autoridades fiscales, a petición del interesado. . 

c).- Que el plazo para que opere la prescripción no se haya interrumpido por alguna gestión de cobro, notificada o hecha saber al deudor. . . . . . . . . . . . . . . 

Tal y como se aprecia de lo anterior, para que opere la prescripción, es necesario que se formule la petición por el particular ante la autoridad fiscal correspondiente y no solamente que haya transcurrido cierto tiempo; por lo que la parte actora hace caso omiso del elemento señalado en el inciso b), referido anteriormente, para centrarse únicamente en el simple transcurso del tiempo, de acuerdo a lo anotado en el inciso a); por lo que como se desprende de la revisión de dichos elementos, en la presente causa administrativa, la parte actora no demostró haber solicitado la prescripción, por lo que su argumento resulta improcedente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A mayor abundamiento, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 51, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, interpretado “a contrario sensu”; al afirmar la parte actora que el crédito fiscal que se le pretende requerir se encuentra prescrito, debía probar dicha afirmación, a través de los medios de prueba idóneos, sin que de las constancias que integran la presente causa administrativa, se demuestre dicha aseveración del actor, por lo que al tener la parte actora la carga de la prueba, resulta que no demostró la afirmación que la misma realizó. . . . . . . . . . . . 

Mismo razonamiento que resulta aplicable respecto de la afirmación del ciudadano José Guadalupe Ramírez Villalpando, en el sentido de que el requerimiento impugnado ya había sido anulado en el expediente administrativo número 887/07 FIDOC, pues tampoco probó tal afirmación. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, para este Juzgador, el único concepto de impugnación planteado, también resulta inoperante, dado que en el mismo, la parte actora no formula razonamiento jurídico alguno en contra de los fundamentos y motivos del requerimiento de pago impugnado, pues solo afirmó que el crédito había prescrito, lo que no es suficiente,  sino que era menester atacar precisamente los fundamentos señalados en el acto impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al respecto, resulta aplicable la siguiente Tesis de Jurisprudencia emitida por los tribunales del poder Judicial de la Federación que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“CONCEPTOS DE VIOLACION, INOPERANTES SI NO ATACAN LOS FUNDAMENTOS DEL FALLO RECLAMADO.  Son inoperantes los razonamientos expresados como conceptos de violación, si no atacan debidamente las consideraciones de la sentencia reclamada, puesto que al no estar facultados los tribunales de amparo a suplir la deficiencia de la queja, con excepción de los casos permitidos por la ley de la materia, no se puede analizar oficiosamente la inconstitucionalidad de la resolución combatida.”Octava Época. Instancia: TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Tomo: 56, Agosto de 1992. Tesis: II.3o. J/22. Página: 48. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, al resultar infundado e inoperante el planteamiento vertido en el único concepto de impugnación esgrimido por la parte actora en la presente causa administrativa, y no consta en el expediente de éste proceso, algún elemento de convicción que desvirtúe la presunción de legalidad del acto combatido, es por lo que se concluye que con fundamento en lo dispuesto en el artículo 300, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede reconocer la legalidad y validez del requerimiento de pago número de crédito 3703074540-018 (tres-siete-cero-tres-cero-siete-cuatro-cinco-cuatro-cero-cero-uno-ocho), de fecha 29 veintinueve de enero del año 2008 dos mil ocho, por la cantidad de $207, 411.00 (Doscientos siete mil cuatrocientos once pesos 00/100 moneda nacional). . . . . . . 
Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento además en lo señalado en los artículos 261, fracción VI, 262, fracción II, 298, 299, y 300, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Se Sobresee el presente proceso administrativo en contra de los actos impugnados al Fideicomiso de Obras por Cooperación “FIDOC”, y a la Tesorería Municipal, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Quinto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se reconoce la Legalidad y Validez del requerimiento de pago número de crédito 3703074540-018 (tres-siete-cero-tres-cero-siete-cuatro-cinco-cuatro-cero-cero-uno-ocho), de fecha 29 veintinueve de enero del año 2008 dos mil ocho, emitido por la Dirección de Ingresos, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de esta misma resolución.
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

